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REFERENCIA: Sentencia C-588/19 

ASUNTO: Demanda de Inconstitucionalidad 

DEMANDANTE: Juan Fernando Cristo Bustos, Guillermo 

Abel Rivera Flórez, Néstor Iván Javier 

Osuna Patiño y Gustavo García Figueroa. 

DEMANDADO: Inconstitucionalidad contra artículo 208 

(parcial) de la Ley 1448 de 2011.  “Por la 

cual se dictan medidas de atención, 

asistencia y reparación integral a las 

víctimas del conflicto armado interno y se 

dictan otras disposiciones”. 

COMPETENCIA: Sala Plena de la Corte Constitucional 

PRETENSIÓN:  Declarar inconstitucional la expresión “y 
tendrá una vigencia de diez (10) años” 

contenida en el artículo 208 (parcial) de la 

Ley 1448 de 2011. 

 

RESUMEN HECHOS 
 
Los ciudadanos Juan Fernando Cristo Bustos, Guillermo Abel Rivera Flórez, Néstor Iván 
Javier Osuna Patiño y Gustavo García Figueroa demandaron la expresión “y tendrá una 
vigencia de diez (10) años” contenida en el artículo 208 (parcial) de la Ley 1448 de 2011, por 
considerar que la expresión demandada es contraría al marco constitucional de la paz,  
establecido en los Actos Legislativos 01 y 02 de 2017, así como la interpretación que a partir 
de esos Actos se impone para los artículos 2, 5, 13, 22, 60 y 64 de la Constitución.  
 
La Corte ha constatado que, de producirse la desaparición de la Ley 1448 de 2011, sin 
fórmula de reemplazo, graves consecuencias podrían sobrevenir para los derechos de las 
víctimas La llegada del término de pérdida de vigencia daría lugar a una barrera de acceso 
en materia de participación de las víctimas en el SIVJRNR lo que comportaría un impacto 
muy serio en el actual sistema de participación y representación de las víctimas. Lo indicado 
supondría afectar las mesas de participación presentes en la mayoría de los municipios del 
territorio, es relevante destacar que la Corte encontró -en la sentencia C-080 de 2018- 
conforme a la Constitución el actual artículo 14 de la Ley 1957 de 2019 y destacó que era 
una condición de funcionamiento institucional la debida articulación y coordinación entre 
el SIVJRNR y el SNARIV. 
 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
La Corte debe establecer si la regla que prevé la vigencia de la Ley 1448 de 2011 hasta el 
día 10 de junio de 2021, sin establecer fórmula de reemplazo o prórroga alguna, desconoce 



 

el «régimen constitucional de protección de las víctimas», el cual se construye a partir de 
un dilatado cuerpo normativo, que tiene como referente sustantivo y procesal la Ley 1448, 
pero que se entrelaza con los Actos Legislativos  01 de 2016, 01 y 02 de 2017 así como las 
leyes 1955 (Ley del Plan Nacional de Desarrollo) y 1957 (Ley Estatutaria de la Jep).  
 
 
CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
La corte ha establecido que "El derecho a la reparación integral tiene por objeto el 
resarcimiento de los daños causados a las víctimas. Se encuentra integrado por la facultad 
de exigir medidas de restitución, compensación, rehabilitación, satisfacción y no repetición. 
Sobre el particular la jurisprudencia ha señalado que la restitución plena exige “el 
restablecimiento de la víctima a la situación anterior al hecho de la violación, incluyendo la 
restitución de las tierras usurpadas o despojadas”. En caso de que ello no sea posible, ha 
dicho la Corte que “es procedente (…) la compensación a través de medidas  como la 
indemnización pecuniaria por el daño causado”. Este derecho incluye también la obligación 
de adoptar medidas de “rehabilitación por el daño causado, mediante la atención médica y 
psicológica, así como la prestación de otros servicios sociales necesarios para esos fines” de 
modo que se restablezcan las condiciones físicas y psicológicas de las personas. Existe un 
derecho a “la satisfacción, a través de medidas simbólicas destinadas a la reivindicación de 
la memoria y de la dignidad de las víctimas” adoptando aquellas dirigidas “a proporcionar 
bienestar y contribuir a mitigar el dolor de la víctima”. A su vez el derecho a la no repetición 
comprende las medidas que tienen por objeto “asegurar que no se repitan los hechos 
victimizantes”. 
 
Las expresiones integradas desconocen, del mismo modo en que lo hace la expresión 
demandada del artículo 208, las normas constitucionales que reconocen y amparan los 
derechos de las víctimas. En esa medida y con el objeto de garantizar la supremacía de la 
Constitución, la decisión adoptada en la presente oportunidad cobijará la expresión “tendrán 
una vigencia de 10 años” contenida en los artículos 194 del Decreto 4633 de 2011, 123 del 
Decreto 4634 de 2011 y 156 del Decreto 4635 de 2011. 
 
RESUELVE 
 

1. Declarar la inexequibilidad con efectos diferidos y en los términos y condiciones 
indicados en el numeral segundo de la parte resolutiva, de la expresión “y tendrá 
una vigencia de diez (10) años” contenida en el artículo 208 de la Ley 1448 de 2011 
así como la expresión “tendrán una vigencia de 10 años” contenida en los artículos 
194 del Decreto 4633 de 2011, 123 del Decreto 4634 de 2011 y 156 del Decreto 4635 
de 2011. 

2. Exhortar al Gobierno y al Congreso de la República, para que, en el marco de sus 
competencias, antes de la expiración de la vigencia de la Ley 1448 de 2011 y de los 
Decretos 4633 de 2011, 4634 de 2011 y 4635 de 2011, adopten las decisiones que 



 

correspondan en relación con su prórroga o con la adopción de un régimen de 
protección de las víctimas que garantice adecuadamente sus derechos. 


